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IMPUESTO AL PATRIMONIO NETO PERSONAL DE LOS 

DOMICILIADOS EN EL PERU 
 
 
 HUMBERTO MEDRANO CORNEJO* 
 Relator General 
 
 
 
 
1. ANTECEDENTES Y CARACTE-

RISTICAS DEL TRIBUTO 
 

Los impuestos al patrimonio en el 
Perú se remontan sólo a 1968, año de 
creación del Impuesto al Patrimonio Ac-
cionario (que ha derivado en Impuesto al 
Patrimonio Empresarial) y del Impuesto 
al Valor de la Propiedad Predial (antece-
dente del Impuesto al Valor del Patrimo-
nio Predial). 

 
Más recientemente, en el año 1984, se 

implantó el Impuesto al Patrimonio Au-
tomotriz, así como tributos específicos 
sobre el valor de las aeronaves y embar-
caciones de recreo y deportivas. 

 
Como se advierte de lo expuesto, se 

trata de impuestos que afectan determi- 
 

nados bienes singularizados, pero hasta 
ahora no se había dado en nuestro país un 
tributo que incidiera en la “masa pa-
trimonial”; es decir, en el Patrimonio en 
forma integral, que es la verdadera voca-
ción del Impuesto al Patrimonio Neto, de 
acuerdo con los postulados doctrinarios 
sobre la materia. 

 
A fines de 1987 por Ley 24750 el 

Congreso autorizó al Poder Ejecutivo para 
crear, mediante Decreto Legislativo, “un 
impuesto que afecte el patrimonio neto 
personal, considerando la capacidad 
contributiva”. 

 
En uso de tal autorización se expidió el 

Decreto Legislativo 451 -al que en 
adelante denominaremos “el Decreto”- 
que entró en vigencia a partir del 1º de 
enero de 1988. 

*  Profesor en la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú; ex Presidente del
Instituto Peruano de Derecho Tributario. 
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El tributo así creado obliga a conside-
rar en el patrimonio gravado “los bienes 
ubicados territorialmente en el país...” y 
no los situados en el exterior, lo que ha 
llevado al doctor Alberto Araoz Villena a 
sostener en su ponencia que tal regula-
ción desvirtúa la delegación de faculta-
des, pues, no se afecta la integridad del 
patrimonio neto.  El autor agrega que al 
involucrar sólo algunos activos y pasivos 
se atenta contra la globalidad que es 
esencial en este tributo.  No obstante, 
considera que deben excluirse las accio-
nes y participaciones representativas del 
capital de sociedades y empresas afectas 
al Impuesto al Patrimonio Empresarial 
no sólo para que no se produzca la impo-
sición superpuesta de ambos tributos 
sino, también, con el propósito de evitar 
mayores costos y complejidad adminis-
trativa a las empresas. 

 
Al no sujetarse a los términos de la ley 

delegante se ha incurrido en inconsti-
tucionalidad, extremos en el que no nos 
extenderemos por ser materia de otro de 
los subtemas (1). 

 
Por su parte, en la ponencia del doctor 

Miguel Mur Valdivia se expresa que al 
afectarse sólo los bienes ubicados en el 
Perú, el Decreto adopta una posición 
diametralmente distinta a la considerada 
en la ley del Impuesto a la Renta, que 
grava a las personas domiciliadas por sus 
rentas de fuente mundial.  Esta mención 
es hecha por el doctor Mur Valdivia para 
destacar que, según la ley del Impuesto a 
la Renta, los contribuyentes cuyo patri-
monio neto supere 1,200 UIT se presume 
que obtienen una renta global mínima 
equivalente al 3% de dicho patrimonio.  
De lo expuesto se infiere que si la Admi-
nistración necesariamente deberá verifi-
car el patrimonio en el exterior para los 
fines del Impuesto a la Renta, nada impe-

diría que, por coherencia, en el Impuesto 
al Patrimonio Neto se afectaran, también, 
los bienes ubicados en el exterior. 

En el trabajo del doctor Andrés Valle 
Billinghurst se expresa que existiendo un 
impuesto a la renta y otro al patrimonio 
neto carece de objeto la presunción de 
renta mínima.  Agrega que por mandato 
constitucional la “capacidad contributiva” 
debe ser tenida en cuenta por el le-
gislador.  Tal capacidad contributiva pue-
de medirse básicamente a través de la ren-
ta y el patrimonio y considera que se re-
queriría establecer un Impuesto al Patri-
monio Personal con el propósito de com-
plementar la función cumplida por el Im-
puesto a la Renta (2).  Siguiendo la doc-
trina que cita, estima que el tributo sobre 
el patrimonio personal es el método más 
apropiado para gravar la capacidad adi-
cional de pago que la riqueza material 
proporciona.  El doctor Valle Billinghurst 
agrega que con este tributo puede conse-
guirse una imposición personal más efec-
tiva porque en nuestro país -que sigue 
esencialmente el criterio de la fuente- no 
toda ganancia está alcanzada por el Im-
puesto a la Renta.  Añade que el Impuesto 
al Patrimonio Neto debe considerar el 
conjunto de bienes del contribuyente, 
aunque admite que con el objeto de otor-
gar incentivos resultaría válido excluir 
las acciones o participaciones representa-
tivas del capital de empresas constituidas 
en las zonas de frontera y selva. 

El carácter de complemento del Im-
puesto a la Renta también es destacado 
en el trabajo del doctor Araoz Villena, 
razón por la cual señala que sus tasas de-
ben ser tolerables. 

El doctor César Castro Salinas, por su 
parte, subraya que una característica 
esencial del impuesto es que se aplica so-
bre la totalidad del patrimonio neto, ya 
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que no es un tributo sobre ciertos bienes 
con la deducción de determinadas deu-
das, por lo cual resulta fundamental la 
inclusión de los bienes y derechos en el 
exterior del contribuyente domiciliado 
(3). 

 
El doctor Valle Billinghurst considera 

que un elemento esencial para la debida 
aplicación del tributo es que el sujeto ac-
tivo se encuentre en aptitud de adminis-
trarlo y fiscalizarlo, de lo cual podemos 
deducir que carecería de sentido incluir 
los bienes ubicados en el exterior, pues, el 
Estado peruano no tiene medios mate-
riales de verificar su existencia. 

 
En todos los trabajos se destaca que 

una característica esencial del tributo es 
la globalidad.  Sobre este extremo los 
doctores Castro Salinas y Mur Valdivia 
consideran que no debe aceptarse excep-
ciones.  En cambio, el doctor Araoz Vi-
llena estima que si bien la globalidad es 
inherente a este tributo, deben excluirse, 
de manera general, las acciones y partici-
paciones representativas del capital de 
sociedades.  Por su parte, el doctor Valle 
Billinghurst señala que no existe incon-
veniente para excluir las acciones y parti-
cipaciones de empresas constituidas en 
zonas de frontera y selva, en atención al 
interés del legislador de otorgar incenti-
vos para el desarrollo de tales regiones.  
El doctor Castro Salinas precisa que de-
ben haber prevalecido razones de orden 
práctico para excluir bienes y deudas 
situados en el extranjero pero, en su opi-
nión, la dificultad de la Administración 
Tributaria para determinar la existencia 
de bienes en el extranjero no comporta 
justificación suficiente, máxime si estos 
bienes han de ser necesariamente consi-
derados para efectos del prorrateo de las 
deudas a que alude el último párrafo del 
artículo 6 del Decreto. 

Tal como lo subrayan todas las ponen-
cias, el Impuesto al Patrimonio Neto re-
sulta complementario del Impuesto a la 
Renta y tiene ventajas que, siguiendo al 
profesor Dino Jarach, (4) podrían resu-
mirse así: 
 
– El contribuyente que posee bienes pa-
trimoniales totalmente improductivos, 
pero susceptibles de explotación, es in-
ducido a explotarlos o bien a venderlos, 
para neutralizar de esta manera la inci-
dencia del gravamen. 
 
– El propietario de tierras incultas es 
inducido a su cultivo.  O en el caso de 
imposibilidad de hacerlo, a enajenarlas 
total o parcialmente para utilizar 
productivamente el dinero obtenido en la 
venta. 
 
– El propietario de dinero o fondos 
inactivos tiene incentivos para su inver-
sión. 
 
– Se premia a los contribuyentes que 
poseen capitales productivos y se castiga 
a aquellos que poseen fondos inactivos o 
bienes improductivos o poco productivos. 
 

Sin objetar en lo absoluto las ventajas 
que destacan la doctrina y las excelentes 
ponencias presentadas, nosotros conside-
ramos que el Impuesto al Patrimonio 
Neto (o cualquier otro) debe establecerse 
en función de la realidad en la cual el 
tributo va a operar y estructurarse de ma-
nera tal que se inserte en un todo armóni-
co con los demás impuestos en lo que 
debe ser un sistema tributario coherente. 

 
Un ejemplo de lo que no se debe ha-

cer lo da nuestra ley del Impuesto a la 
Renta que grava a los domiciliados por 
su renta de fuente extranjera, olvidando 
que la fiscalización -es en los hechos- 
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imposible, por lo cual la norma no sirve 
a ningún propósito práctico. 

 
Antes de analizar el detalle de las nor-

mas sobre el Impuesto al Patrimonio 
Neto cabría preguntarse ¿es un tributo 
que conviene al Perú hoy y ahora? No 
puede olvidarse que nos encontramos en 
una etapa de franco receso económico y 
que con breves variantes, hace aproxima-
damente 20 años que se mantiene una 
curva descendente en nuestro crecimien-
to económico (5).  De cara a tal realidad 
¿el impuesto sería en el Perú un aliciente 
para sustituir inversiones de bajo rendi-
miento? 

 
Nos parece que no, porque el proceso 

de descapitalización del país y la notoria 
ausencia de inversiones nuevas se dan por 
razones que nada tienen que ver con la 
tributación y que ésta, por sí sola, no 
puede remediar.  Al legislarse en esta ma-
teria es imposible prescindir del específi-
co entorno político, social y económico 
del Perú que le otorga una realidad dis-
tinta de aquellos países en que resultan 
tangibles las ventajas que se atribuyen a 
este impuesto (6). 

 
Así, por ejemplo, cuando se señala 

que este tributo induce al propietario de 
tierras incultas a cultivarlas, el argumen-
to resulta inutilizable en nuestra realidad 
porque, como se sabe, en el Perú la pro-
piedad privada de la tierra es virtualmen-
te inexistente.  La reforma agraria del 
año 1969 entregó la tierra a cooperativas, 
sociedades agrícolas de interés social y 
otras formas de explotación similar a 
quienes, ciertamente, no les alcanza el 
tributo. 

 
De otro lado ¿cómo podría emplearse 

el impuesto para incentivar al propietario 
de numerosos inmuebles urbanos de gran 

valor, si la ley desde hace muchos años ha 
congelado los arrendamientos? Frente a 
esta realidad, el tributo sólo agrava las 
dificultades que ya existen. 

 
Aún más, en el Perú de hoy el tributo 

ni siquiera cumpliría un fin fiscal.  En 
efecto, debe recordarse que el Decreto 
estableció que los patrimonios netos 
afectos al impuesto son aquellos que ex-
ceden de 200 UIT o que en valor comer-
cial para 1988 superan I/. 20’000,000.  El 
Decreto Supremo 175-88-EF, de dudosa 
legitimidad, ha considerado que para 
1988 deben gravarse los patrimonios que 
superen 200 UIT fijando tal UIT -para 
los pagos a cuenta- en I/. 21,700. 

 
Al eliminarse la alternativa de patri-

monios que superen I/. 20’000,000, se ha 
perseguido, obviamente, elevar el univer-
so de los contribuyentes afectos.  Así, los 
pagos a cuenta de 1988 deben ser hechos 
por quienes al 31 de diciembre de 1987 
tenían un patrimonio neto de I/. 
4’340,000, lo que al día de hoy represen-
ta algo menos de US$ 10,000 al tipo de 
cambio libre. 

 
Pues bien, no obstante la reducción 

del valor del patrimonio a partir del cual 
se aplica la escala del impuesto, las auto-
ridades tributarias calculan que a nivel 
nacional no existirán más de 4,000 con-
tribuyentes.  Antes esta realidad concre-
ta, no resulta difícil pronosticar que el 
costo de fiscalización y recaudación será 
sumamente elevado en comparación con 
las sumas que piensa obtenerse, con lo 
cual podría llegarse a una situación 
similar a la que aconteció con los 
impuestos sucesorios, cuya recaudación 
demandaba un costo superior o muy 
cercano al ingreso que producían, por lo 
que hubo que derogar las leyes 
respectivas (7). 
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Sobre este particular, cabe recordar 
que el artículo 139º de la Constitución 
considera como principio de la tributa-
ción la “economía en la recaudación”.  
De confirmarse las proyecciones efectua-
das, el tributo podría calificarse como in-
constitucional.  Sobre este extremo, el 
doctor Valle Billinghurst sostiene que el 
impuesto carecería de sentido si fuera 
fiscalmente improductivo. 

 
Nosotros coincidimos con tal aprecia-

ción, como hemos señalado, y considera-
mos que si específicamente en nuestro 
país el Impuesto al Patrimonio Neto no 
cumple la finalidad extrafiscal que le 
atribuye la doctrina ni tampoco da lugar 
a una recaudación mayor, debería estu-
diarse la posibilidad de sustituirlo por un 
incremento en las tasas del Impuesto al 
Patrimonio Empresarial y/o en los tramos 
más altos de la escala del Impuesto a la 
Renta aplicable a las personas naturales.  
Ello supondría, naturalmente, un reajuste 
en las tasas del Impuesto a la Renta de 
los no domiciliados, incluyendo el tribu-
to sobre el saldo disponible para el titular 
del exterior en el caso de establecimien-
tos permanentes. 

 
Sabemos que en el Impuesto al Patri-

monio Empresarial se afecta a todos los 
socios y no sólo a los de mayores recur-
sos o que la empresa puede trasladarlo 
hacia adelante, pero esos argumentos no 
podrían esgrimirse si se aumenta en algu-
nos puntos los tramos más altos de la es-
cala del Impuesto a la Renta.  Esto tiene 
especial significación porque, como 
señala Dino Jarach, los patrimonios se 
concentran en los poseedores de rentas 
de las categorías mediana y superior (8).  
En otras palabras, las rentas elevadas tie-
nen como titulares, normalmente, a quie-
nes poseen patrimonios elevados.  En 
consecuencia, un impuesto a la renta co-

rrectamente estructurado podría alcanzar 
similares propósitos a los que se persigue 
con la implantación del patrimonio neto 
personal, sin incurrir en costos adiciona-
les de administración, sin complicar el 
sistema tributario -que, de suyo, tiene 
sus propias complejidades- y sin deman-
dar al contribuyente nuevas declaracio-
nes, valorizaciones y mayores responsa-
bilidades sin que el Fisco tenga la certeza 
de un adecuado resultado. 
 
2. LA SOCIEDAD CONYUGAL COMO 

SUJETO PASIVO 
 

Según el artículo 3º del Decreto, son 
sujetos del Impuesto las personas natura-
les y las sucesiones indivisas.  Con arre-
glo al artículo 4° los “patrimonios netos 
de los componentes de las sociedades de 
gananciales domiciliadas se conside-
rarán como de una sola persona, salvo 
cuando exista régimen de separación de 
bienes por sentencia judicial de separa-
ción de cuerpos”. 

 
La “sociedad de gananciales” no es una 

“persona” sino un “régimen patrimonial” 
por lo cual no puede ser titular de bienes 
ni estar domiciliada.  Todo parece indicar 
que el Decreto quiso seguir en el 
Impuesto al Patrimonio Neto la misma re-
gulación que existía para fines del Im-
puesto a la Renta, donde la sociedad con-
yugal estaba considerada como persona 
natural, salvo los casos de separación de 
bienes como consecuencia de una senten-
cia judicial de separación de cuerpos. 

 
Sin embargo, con posterioridad a la 

publicación del Decreto, se promulgó la 
Ley 24826, de acuerdo con la cual en el 
Impuesto a la Renta los cónyuges decla-
ran independientemente cuando existe un 
régimen de separación de bienes por sen-
tencia judicial, por escritura o por senten-
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cia de separación de cuerpos. 
 
Si ahora tal distinción resulta operante 

tratándose de la renta donde, obviamente, 
puede asumirse de mejor manera que ella 
es producida por la “unidad familiar”, con 
mayor razón tal distinción debe pro-
ducirse en un impuesto al patrimonio, 
donde los bienes de uno y otro de los 
cónyuges así como los bienes comunes 
resultan perfectamente identificables, tal 
como ocurre en el Impuesto al Valor del 
Patrimonio Predial. 

 
Ahora bien, el artículo 7º del Regla-

mento -de redacción confusa- parece 
colisionar con el Decreto.  En efecto, di-
cho artículo señala: 

 
“La sociedad de gananciales a que se 

refiere el primer párrafo del artículo 4º del 
Decreto es aquel régimen patrimonial de 
la sociedad conyugal contemplado en el 
artículo 295° del Código Civil.  En conse-
cuencia, cada cónyuge así como la socie-
dad conyugal serán sujetos del impuesto 
por sus bienes propios o de la sociedad de 
gananciales, respectivamente...”. 

 
Del texto transcrito podría concluirse 

que deben declararse, independientemen-
te, los bienes propios y los que están en el 
régimen de sociedad de gananciales. 

 
Sin embargo, la mención del artículo 

295° del Código Civil crea confusión 
pues allí, en esencia, se regula la capitu-
lación matrimonial, permitiendo que los 
futuros cónyuges, antes de la celebración 
del matrimonio, opten libremente por el 
régimen de sociedad de gananciales o 
por el de separación de patrimonios, de-
biendo otorgarse para ello una escritura 
pública. 

 
¿Qué es lo que pretende la regulación 

reglamentaria? La premisa obvia es que el 
Reglamento no puede modificar al 
Decreto que tiene rango de ley y, por lo 
tanto, la declaración independiente de 
bienes sólo podría producirse cuando 
medie sentencia judicial de separación de 
cuerpos.  Sin embargo, tal sentencia no 
seria necesaria en el caso de los cónyuges 
que antes de contraer matrimonio hu-
bieran escogido el régimen de separación 
de patrimonios. 

 
Por lo tanto, con la excepción indica-

da, la sociedad conyugal es considerada 
como una persona natural para los efec-
tos del tributo, debiendo declarar los bie-
nes propios de cada cónyuge así como 
los bienes comunes. 

 
Los cónyuges que se hubieran acogi-

do a los dispuestos por el artículo 295° 
del Código Civil y que están en aptitud 
de hacer declaraciones independientes 
podrían, fraccionando el patrimonio, lo-
grar que cada uno de los cónyuges quede 
fuera de los alcances del tributo o, en 
todo caso, verse favorecidos con los tra-
mos más bajos de la escala progresiva. 

 
Tales regulaciones han llamado la aten-

ción del doctor Castro Salinas quien, ante 
la deficiente regulación, se pregunta si el 
Reglamento simplemente precisa o real-
mente modifica el Decreto y si en razón del 
Reglamento, la sentencia judicial de sepa-
ración de cuerpos es la única forma de 
separar los bienes para efectos del tributo. 

 
El doctor Mur Valdivia, en inteligente 

precisión, señala que los cónyuges que 
hubieran optado por el régimen de sepa-
ración patrimonial por escritura pública, 
antes del 1º de enero de 1988, no están 
obligados a declarar como una sola per-
sona y subraya que, ciertamente, deben 
declarar independientemente los cónyu-
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ges que optaron por la separación de bie-
nes antes del matrimonio. 

 
Para el doctor Araoz Villena la acu-

mulación de patrimonios sólo opera si 
los futuros esposos optan por el régimen 
de sociedad de gananciales, pero no si 
escogen el de separación de bienes.  En 
el primer caso la acumulación sólo puede 
terminar en virtud de sentencia judicial 
de separación de cuerpos, pero no si 
acuerdan voluntariamente cambiarse al 
régimen de separación de bienes. 

 
Finalmente, en el Impuesto al patri-

monio Neto los padres no deben sumar el 
valor de los bienes propios de sus hijos 
menores, en vista de que tal obligación 
no está contenida en la ley.  En este extre-
mo coinciden los trabajos de los doctores 
Castro Salinas y Araoz Villena.  El pri-
mero apunta que ello invita a la disper-
sión del patrimonio del contribuyente, 
mediante anticipos de legítima. 
 
3. MATERIA IMPONIBLE 
 
3.1. Materia imponible y principio de 

legalidad 
 

El artículo 7º del Decreto señala que la 
Unidad Impositiva Tributaria para es-
tablecer la materia imponible, es la que de 
manera específica fijará el Ministerio de 
Economía y Finanzas, tomando en cuenta 
la variación experimentada por el Indice 
de Precios al Consumidor de Lima 
Metropolitana, elaborado por el Instituto 
Nacional de Estadística. 

 
El empleo de las U.I.T. se inició para 

evitar que la inflación obligara a variar 
frecuentemente las escalas, deducciones 
y alícuotas de diversos tributos.  Es nues-
tra opinión que los índices de referencia 
respetan la esencia del principio de lega-

lidad sólo cuando son estructurados por 
el Poder Legislativo o, en caso de dele-
gación, por el Ejecutivo mediante Decre-
to Legislativo (9). 

 
Como se sabe, el artículo 139º de la 

Constitución señala que la tributación se 
rige, entre otros, por el principio de lega-
lidad.  Según la Norma IV del Título Pre-
liminar del Código Tributario “sólo por 
ley se puede... fijar la cuantía del tributo 
y la base para su cálculo...”.  Por lo tanto, 
le corresponde a la ley establecer la U.I.T. 
cuando ésta se utiliza para fijar la materia 
imponible y la alícuota del tributo. 

 
No obstante de un tiempo a esta parte 

es el Poder Ejecutivo que, recurriendo a 
un procedimiento elíptico, señala el im-
porte de la U.I.T. y, consecuentemente, 
la materia imponible, así como las esca-
las de los tributos más importantes. 

 
Así ha ocurrido con el Decreto Legis-

lativo 190 que se refiere al Impuesto Ge-
neral a las Ventas, el Decreto Legislativo 
200 sobre el Impuesto a la Renta y ahora 
con el Decreto Legislativo 451 sobre Im-
puesto al Patrimonio Neto. 

 
En todos esos casos el Congreso, de 

acuerdo con la Constitución, ha delega-
do facultades legislativas en el Poder 
Ejecutivo y éste al dictar el respectivo 
Decreto Legislativo se ha autoconcedido 
el derecho permanente a establecer la 
U.I.T. mediante Resolución Ministerial 
(10). 

 
Nosotros consideramos que esta auto-

rización genérica y permanente que el 
Poder Ejecutivo se concede a si mismo, 
podría cuestionarse por inconstitucional 
porque le permite atribuirse facultades 
que la Carta otorga al Congreso, sin otro 
parámetro que la imprecisa frase “toman-
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do en cuenta la variación experimentada 
por el índice de precios al consumi-
dor...”. 

 
Frecuentemente ha ocurrido que la 

modificación en esta unidad de referen-
cia no se ha ceñido estrictamente a la va-
riación de precios. 

 
Creemos que se trata de una situación 

que debe ser corregida bien sea fijando la 
U.I.T. directamente por el Congreso o es-
tableciendo que la variación de la misma 
debe darse exactamente en la misma pro-
porción en que hayan variado los índices 
de precios de acuerdo con las estadísticas 
el Instituto Oficial (11). 

 
El doctor Mur Valdivia también ad-

vierte sobre otras contravenciones al 
principio de legalidad cuando, de un 
lado, el Decreto señala que en ciertos ca-
sos los vehículos deben valuarse por su 
“costo de adquisición” y, por otra parte, 
el Reglamento (artículo 16°) indica que 
en los adquiridos gratuitamente deben 
valuarse por su “valor de ingreso al patri-
monio”, efectuando una identificación de 
conceptos distintos para lo que no puede 
invocarse la autonomía del derecho 
tributario ya que, en todo caso, ello sólo 
podría ser hecho por la ley. 
 
3.2. Globalidad y tratado internacio-

nal 
 

Como se ha dicho anteriormente, tan-
to la doctrina cuanto las ponencias pre-
sentadas por los doctores Araoz Villena; 
Castro Salinas; Mur Valdivia y Valle Bi-
llinghurst admiten, en principio, que es 
consustancial con el tributo afectar no 
sólo los bienes territorialmente ubicados 
en el Perú sino, también, aquellos que el 
contribuyente pudiera tener en el extran-
jero.  Sin embargo, conviene destacar que 

en la hipótesis de que se desease incluir 
los bienes situados fuera del país, ello no 
podría alcanzar, en ningún caso, los bie-
nes ubicados en los territorios de otros 
países miembros del Pacto Andino. 

 
En efecto, la Decisión 40 de la Comi-

sión del Acuerdo de Cartagena, aprobada 
en nuestro país por Decreto Ley 19535, 
contiene el Convenio Para Evitar la Do-
ble Imposición entre los países del área. 

 
Con arreglo a dicho instrumento: “el 

patrimonio situado en el territorio de un 
país miembro será gravable únicamente 
por éste” (Artículo 17°). 

 
Si, supuestamente, la ley alcanzara a 

los bienes ubicados fuera del territorio del 
Perú y no contuviera esta excepción, 
prevalecería siempre el mencionado con-
venio, en razón de lo señalado en el artí-
culo 101 de la Constitución, según el cual: 

 
“Los tratados internacionales celebra-

dos por el Perú con otros Estados forman 
parte del derecho nacional.  En caso de 
conflicto entre el tratado y la ley prevale-
ce el primero”. 
 
3.3 Los Predios 
 

De acuerdo con el Decreto, entre los 
bienes que deben incluirse en el patri-
monio se encuentran los inmuebles “por 
el valor del autoavalúo correspondiente al 
ejercicio gravable”.  Sin embargo, lla-
maba la atención que además se incluye-
ra las “aeronaves y embarcaciones” de 
recreo y deportivas, a pesar que confor-
me al Código Civil las naves y aeronaves 
tienen también la condición de inmue-
bles.  Había incongruencia, pues el géne-
ro “inmueble” abarca las especies naves 
y aeronaves.  Sin embargo, la mención de 
éstas contribuía a la incertidumbre por-
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que el autoavalúo a que se remite es, ob-
viamente, una referencia dirigida al Im-
puesto al Valor de la Propiedad Predial, 
cuyo ordenamiento alude a “predios” 
mientras que el Decreto se refiere a “in-
muebles”. 

 
La confusión creada por el Decreto fue 

aclarada por el Reglamento que en su 
artículo 11° precisa que debe considerarse 
como inmuebles sólo a los predios ur-
banos y rústicos, incluidos sus construc-
ciones e instalaciones fijas y permanentes. 

 
Sobre este extremo, el doctor Mur 

Valdivia hace una aguda apreciación 
señalando que parte del rendimiento del 
Impuesto al Patrimonio Neto debe cons-
tituir ingreso municipal.  Basa su plantea-
miento en el artículo 257° de la Constitu-
ción, según el cual “son bienes y rentas de 
las municipalidades. 

 
1. - Los tributos que gravan el valor de 

los predios urbanos y rústicos de su 
circunscripción”. 

 
A pesar de la inteligente argumenta-

ción, nosotros nos permitimos disentir 
porque creemos que el Impuesto al Patri-
monio Neto no grava “el valor de los pre-
dios” sino el universo jurídico denomina-
do patrimonio o “capital neto”, según el 
escrupuloso concepto de Giuliani (12). 

 
No puede olvidarse que nuestra ley de 

Impuesto a la Renta todavía grava la 
“renta ficta” de predios lo que supone 
-como acertadamente señala el doctor 
Castro Salinas- que se “grava la misma 
expresión de capacidad contributiva por 
lo que corresponde eliminar uno de 
ellos”, inclinándose a mantener los pre-
dios ocupados por su propietario como 
parte de la materia imponible del Im-
puesto al Patrimonio Neto. 

3.4. Los inmuebles distintos a predios 
 

Obsérvese que, en lo referente a in-
muebles, el Decreto y su Reglamento, 
además de los predios, sólo incluyen “las 
aeronaves y embarcaciones de recreo y 
deportivas”, las dos primeras deben va-
lorizase en la forma establecida para los 
efectos del impuesto creado por el artícu-
lo 19° de la Ley 23724 las deportivas y 
las aeronaves y embarcaciones no afectas 
a dicho impuesto se valúan por su costo 
de adquisición reajustado por índices de 
corrección monetaria (artículo 5°, inciso 
a). 

 
En consecuencia, las aeronaves y na-

ves que no son de recreo y deportivas 
sino que están dedicadas al transporte de 
carga y/o pasajeros, aparentemente no se 
encontrarían incluidas en el campo de 
aplicación del impuesto.  Este tempera-
mento es compartido por el doctor Araoz 
Villena quien, acertadamente, señala que 
están excluidos todos los inmuebles que 
no sean predios así como los derechos 
sobre inmuebles inscribibles en el Regis-
tro. 

 
Sin embargo, nosotros consideramos 

que las naves y aeronaves de pasajeros y/ 
o carga sólo están excluidas del inciso c) 
del artículo 5° del Decreto, lo que no sig-
nifica que resulten ajenas al patrimonio 
imponible. 

 
En efecto, es nuestra opinión que el 

propietario de naves y aeronaves de 
transporte de carga o pasajeros tiene que 
incluir, indirectamente, el valor de tales 
bienes en razón de lo previsto en el ar-
tículo 5° inciso f) del Decreto que afecta 
las participaciones en el capital de socie-
dades distintas a las anónimas “y en el 
capital de empresas no constituidas 
como sociedades”. 
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Si una persona natural es propietaria de 
una nave o aeronave de transporte de 
pasajeros o carga, es evidente que ella 
tiene la condición de titular de una em-
presa, porque, en principio, esa clase de 
bienes no pueden poseerse con carácter 
“civil” sino que su propiedad supone, 
obviamente, un carácter “mercantil”.  No 
hay duda que el propietario de la nave o la 
aeronave de transporte de pasajeros o 
carga que la utiliza para esos propósitos 
realiza una actividad comercial; hay con-
junción de capital y trabajo; es un nego-
cio, genera rentas de tercera categoría y 
está sujeto al Impuesto al Patrimonio 
Empresarial (13). 

Se trataría, pues, de una empresa no 
constituida como sociedad, de manera 
que para fines del Impuesto al Patrimo-
nio Neto Personal tendría que valorizar 
su participación en el capital de tal em-
presa siguiendo las normas del Impuesto 
al Patrimonio Empresarial. 

Reflexiones similares podrían hacerse 
respecto de otros bienes considerados 
como inmuebles por el artículo 885° del 
Código Civil, pero que no se encuentran 
expresamente contemplados en el artículo 
5° del Decreto. 

Según el artículo 285° del Código Ci-
vil, se considera que son inmuebles: 

3.- Las minas, canteras y depósitos de 
hidrocarburos. 

5.- Los diques y muelles. 

6.- Los pontones, plataformas y edificios 
flotantes. 

Los bienes referidos que son civil-
mente inmuebles, no tienen ese carácter 
en el Decreto porque -de ordinario- ellos 
suponen la existencia de una empresa.  
Como en el caso anterior no es posible 

imaginar la simple tenencia “civil” de 
minas, canteras y depósitos de hidrocar-
buros o de pontones, plataformas y edifi-
cios flotantes (14).  Debe asumirse, por 
lógica, que cuando la propiedad la tienen 
una o varias personas naturales nos en-
contramos, jurídicamente, ante una em-
presa cuyas participaciones en su capital 
tienen que ser valuadas de conformidad 
con el artículo 5° inciso f) del Decreto. 

 
La explotación de los bienes mencio-

nados genera rentas de tercera categoría lo 
que da lugar -a su vez- a la obligación de 
pagar Impuesto al Patrimonio Empre-
sarial. 
 
3.5 Vehículos automotores 
 

De acuerdo con lo establecido por el 
artículo 5 inciso b) del Decreto, tales ve-
hículos deben computarse por el valor 
establecido para los fines del Impuesto al 
Patrimonio Automotriz (I.P.A.) y los no 
afectos a dicho impuesto deben compu-
tarse por su costo de adquisición, reajus-
tado por índices de corrección monetaria. 

 
Los vehículos afectos al I.P.A. son los 

automóviles de pasajeros y vehículos de-
rivados que, según su cilindrada, están 
agrupados en las categorías A1, A2, A3 y 
A4. 

 
Asimismo, están afectos los vehículos 

de las categorías C que son los que cuen-
tan con tracción en las 4 ruedas. 

 
En consecuencia, no están afectos al 

I.P.A. los vehículos automotores de: 

- Categoría B (camiones y vehículos 
derivados). 

- Categoría D (vehículos de hasta 3 rue-
das para transporte de pasajeros y car-
ga). 
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- Categoría E (tractores y maquinaria 
móvil para movimiento de tierras). 

 
Como quiera que el citado artículo 5° 

inciso b) del Decreto señala que los vehí-
culos no afectos al I.P.A. deben valuarse 
por su costo de adquisición, reajustado 
por los índices de corrección monetaria, 
podría concluirse que ésta es la forma de 
valorizar los vehículos de las categorías 
excluidas del I.P.A. 

 
Nosotros consideramos que ello no es 

exacto, pues, también en este caso po-
dríamos encontrarnos frente a una em-
presa cuya valuación, por lo tanto, ten-
dría que hacerse con sujeción al artículo 
5° inciso f) del Decreto (15). 

 
En efecto, si una persona natural es 

propietaria de tres camiones que los des-
tina al transporte de carga ¿su patrimonio 
debe valuarse por su costo de adquisición 
reajustado por los índices de corrección 
monetaria? o, por tratarse de una verda-
dera empresa, ¿debe valuarse el patrimo-
nio de ésta con arreglo a las normas del 
Impuesto al Patrimonio Empresarial? 

 
Como se sabe, el Decreto Ley 19654 

considera como sujetos del Impuesto al 
Patrimonio Empresarial a las empresas 
entendiéndose como tales “las personas 
naturales, sucesiones indivisas y perso-
nas jurídicas que se dediquen a alguna 
actividad lucrativa de extracción, produc-
ción, comercio o servicios industriales, 
comerciales y similares con excepción de 
las asociaciones y fundaciones por las 
actividades lucrativas que realicen para el 
cumplimiento de sus fines”. 

 
El artículo 4° del Reglamento de di-

cho Decreto Ley, aprobado por Decreto 
Supremo 096-73, señala que son sujetos 
del Impuesto al Patrimonio Empresarial 

las personas jurídicas “así como las em-
presas unipersonales... que generen 
rentas comprendidas en la tercera catego-
ría para el efecto de la aplicación del Im-
puesto a la Renta...”. 

 
Por su parte, de acuerdo con el artícu-

lo 28° del Decreto Legislativo 200, se 
consideran rentas de tercera categoría: 

 
“las derivadas del comercio... de la 

prestación de servicios comerciales o de 
índole similar, como transportes, comu-
nicaciones”. 

 
Por lo tanto, no existe duda que el 

propietario de los camiones de carga a 
que se refiere el ejemplo cuenta con una 
verdadera empresa unipersonal, razón 
por la cual nosotros nos inclinamos a 
pensar que el valor de su patrimonio 
debe ser establecido de acuerdo con lo 
previsto por el artículo 5° inciso f) apli-
cable a las empresas y no por lo señalado 
por el artículo 5° inciso b) del Decreto, 
que es el aplicable a los vehículos. 
 
3.6. El usufructo 
 

Como ya dijimos, el artículo 11° del 
Reglamento ha precisado que la expre-
sión “inmuebles” contenida en el Decreto 
sólo comprende predios urbanos y rústi-
cos y sus construcciones e instalaciones 
fijas y permanentes.  Dicha norma permi-
te afirmar que el usufructo constituido 
sobre inmuebles no convierte en sujeto 
pasivo al usufructuario, a pesar que, de 
acuerdo con el inciso 10 del artículo 885° 
del Código Civil, son inmuebles: “Los 
derechos sobre inmuebles inscribibles en 
el Registro”. 

 
Este temperamento es compartido en el 

trabajo del doctor Araoz Villena quien 
entiende que, a pesar que la ley no lo 
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menciona, el sujeto gravado es el propie-
tario de los bienes por lo cual no hay 
lugar al tributo por la posesión, el usu-
fructo, el uso o la habitación. 

 
Conviene anotar que en el Impuesto al 

Valor del Patrimonio Predial se señala 
que “son sujetos pasivos en calidad de 
contribuyentes las personas... propieta-
rias de los predios”.  Por lo tanto, en el 
caso de este tributo es evidente que el 
obligado es quien tiene la nuda propie-
dad aunque el bien no le produzca renta 
alguna por haberse entregado en usufruc-
to a un tercero.  Este último, si bien pa-
gará impuesto a la renta por el beneficio 
que recibe, no estará sujeto al Impuesto 
al Valor del Patrimonio Predial, por no 
tener la condición de propietario. 

 
A pesar del silencio del Decreto Le-

gislativo 451° y su Reglamento, nosotros 
creemos que la intención del legislador 
ha sido no considerar como contribuyen-
te al usufructuario.  En efecto, un aspecto 
esencial en cualquier tributo es la materia 
imponible que en el caso del Impuesto 
que se analiza es el valor de los bienes 
considerados menos las deudas computa-
bles. 

 
Para efectos de la valuación de inmue-

bles, el Decreto remite “al valor de auto-
avalúo correspondiente al ejercicio gra-
vable”.  El legislador no se ha planteado 
siquiera la posibilidad del usufructo por-
que, de lo contrario, hubiera tenido que 
establecer la forma en que debería valori-
zarse ese derecho.  No existe norma algu-
na que establezca la manera de calcular la 
materia imponible del usufructuario, de 
modo que no se le podría exigir el tributo.  
En cambio, el propietario, a pesar de 
haber afectado el bien, tendría que con-
siderar el íntegro de su valor porque en el 
Impuesto al Valor del Patrimonio Predial 

(al cual hay que acudir) no se contempla 
ninguna reducción en razón de usufructo. 

 
El doctor Valle Billinghurst señala que, 

además de los predios, naves y aeronaves 
deben incluirse todos los inmuebles cuya 
identificación resulta posible, tales como 
las concesiones mineras obtenidas por 
personas naturales, así como los derechos 
sobre inmuebles inscribibles. 

 
Agrega que no ha debido omitirse el 

usufructo como un elemento del patrimo-
nio y que, como contrapartida, el nudo 
propietario debía quedar autorizado a 
disminuir el valor atribuido por la ley al 
inmueble del cual se trata, ya que no goza 
de todos los derechos inherentes a la 
propiedad.  Cita como ejemplo el caso de 
la legislación argentina que considera 
como sujetos pasivos tanto al nudo pro-
pietario como al usufructuario, atribu-
yendo a cada uno de ellos el 50% del 
valor del inmueble. 

 
Resulta de interés mencionar que, 

según la ley española (“Impuesto Extra-
ordinario Sobre el Patrimonio de las Per-
sonas Físicas”), en caso de existir dere-
chos reales de disfrute, la valoración de 
los derechos se realizará con arreglo a las 
normas de los impuestos de sucesiones.  
Adviértese que ése era el mismo tempe-
ramento que seguía la ley peruana para 
aplicar Alcabala de Enajenaciones, cuan-
do se constituía usufructo sobre inmue-
bles. 

 
Los comentarios efectuados para fines 

del usufructo sobre inmuebles podrían 
extenderse también a otros bienes, seña-
ladamente acciones. (16) 
 
3.7. Las acciones de sociedades 
 

Como ya se expresó, las acciones de-
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ben valuarse estableciendo el patrimonio 
neto de la empresa, siguiendo los linea-
mientos establecidos para los fines del 
Impuesto al Patrimonio Empresarial 
(I.P.E.).  No obstante, cuando una socie-
dad tiene en su activo acciones emitidas 
por otra sociedad, el importe de éstas no 
se computa para los fines del I.P.E. 

 
En vista de ello, el Decreto y su Re-

glamento han establecido que al valuar las 
acciones de la primera empresa, debe 
sumarse el valor que corresponda a las 
acciones de su propiedad emitidas por las 
segunda empresa. 

 
Sin embargo, no se ha regulado el caso 

de las “sociedades imbricadas”; esto es, 
cuando una empresa (A) es accionista de 
una sociedad (B) la cual, a su vez, es 
accionista de (C) la misma que es accio-
nista de (A). 

 
Es nuestra opinión que en todos estos 

casos la valuación no puede conducir a 
una reiteración del valor de las acciones 
porque se distorsionaría el importe del 
Patrimonio Neto.  Por lo tanto, la empresa 
(A) que trata de establecer cuál es su pa-
trimonio neto, debe rebajar la parte de su 
propio capital que esté representado, di-
recta o indirectamente, en las acciones 
emitidas por la empresa (B) de la cual es 
socia.  Lo contrario conduciría al despro-
pósito de gravar un patrimonio superior al 
real lo que no tiene asidero en la ley.  En 
todo caso sería deseable una regulación 
que efectuara esta precisión. 

 
En su ponencia el doctor Araoz Villena 

critica la disposición en cuya virtud al 
valorizar las acciones no se apliquen las 
exoneraciones otorgadas para el I.P.E. y 
agrega que ello significa eliminar indi-
rectamente los beneficios otorgados en el 
referido impuesto. 

Critica, asimismo, la norma en cuya 
virtud una sociedad debe considerar las 
acciones que aparecen en su activo, a pe-
sar que de acuerdo con las regulaciones 
del I.P.E. se excluyen de la materia im-
ponible las acciones emitidas por otras 
sociedades y señala que eso produce una 
imposición superpuesta sobre las accio-
nes. 

 
Similar objeción contiene la ponencia 

del doctor Castro Salinas, quien señala 
que los beneficios tributarios respecto del 
I.P.E. resultan anulados o inutilizados 
puesto que los socios de empresas con 
beneficio tributario respecto del I.P.E., no 
cuentan con crédito para aplicarlo contra 
el Impuesto al Patrimonio Neto. 

 
Destaca que este defecto ha sido Co-

rregido parcialmente por el Decreto Su-
premo 175-88-EF al disponer que para 
1988 no se considere dentro del patrimo-
nio gravable las acciones o participacio-
nes en empresas que no han iniciado su 
actividad productiva.  Como se sabe estas 
empresas no están afectas al I.P.E. 

 
Sin embargo, agrega el doctor Castro 

Salinas, dicha norma no es suficiente 
porque inexplicablemente se limita sólo a 
1988 debiendo ser permanente. 

 
A continuación el doctor Castro Sali-

nas, con gran agudeza, alude al caso de 
las empresas que no están exoneradas del 
I.P.E. pero que, según el Decreto Legis-
lativo 400, gozan de un crédito frente a 
dicho tributo.  ¿El crédito frente al I.P.E. 
puede operar frente al Impuesto al Patri-
monio Neto considerando dicho crédito 
para el cálculo de la tasa efectiva? Aun-
que no otorga una respuesta enfática, el 
trabajo insinúa que no podría emplearse 
tal beneficio porque el artículo 8° del De-
creto permite computar como pagos a 
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cuenta la tasa efectiva del I.P.E. “paga-
da” por la empresa. 

 
Para el doctor Valle Billinghurst la ley 

debería contener un tratamiento de valua-
ción distinto para las acciones suscritas 
con posterioridad al inicio del ejercicio, 
pues según el artículo 259° de la Ley Ge-
neral de Sociedades, la distribución de 
dividendos a los accionistas se realiza en 
proporción a las sumas que hayan de-
sembolsado y al tiempo de su integración 
al capital social. 

 
Como quiera que el Decreto establece 

que para obtener el valor de las acciones 
debe calcularse el patrimonio neto de la 
empresa emisora, con arreglo a las nor-
mas legales sobre Impuesto al Patrimo-
nio Empresarial, de allí resulta que se 
atribuye un único valor a todas las accio-
nes emitidas por la empresa, siendo así 
que entre las suscritas antes y después 
del inicio del ejercicio existe un distinto 
tratamiento que puede ocasionar una va-
lorización excesiva de las nuevas accio-
nes y una valorización diminuta de las 
antiguas. 

 
Por lo tanto, el doctor Valle Billing-

hurst propone que en vía reglamentaria 
se precise que la valorización debe tomar 
en cuenta los derechos de las acciones 
sobre las cuentas patrimoniales. 

 
Similar observación efectúa respecto 

de las acciones laborales, pues éstas se 
valúan también en función del patrimo-
nio de la sociedad, a pesar que las emiti-
das en razón de la renta neta de un ejerci-
cio determinado no participan de los re-
sultados acumulados, de los resultados 
del ejercicio ni del excedente de revalua-
ción.  A la vista de tales diferencias con-
sidera que la valorización de ellas no 
puede efectuarse simplemente en base al 

patrimonio de la sociedad sino atendien-
do al derecho que tales acciones labora-
les confieren. 
 
3.8. Los bonos al portador 
 

De acuerdo con el artículo 5° inciso d) 
del Decreto, en el patrimonio debe in-
cluirse los títulos públicos y otros títulos 
valores por su cotización bursátil o, de no 
cotizarse en bolsa, por su valor de ad-
quisición incrementado, en su caso, en el 
importe de intereses y reajustes devenga-
dos. 

 
Según el artículo 16° del Reglamento, 

entre los “otros títulos” debe considerarse 
los bonos, así como aquellos títulos re-
presentativos de créditos, emitidos por 
empresas privadas y que generan a sus 
tenedores una renta fija o variable. 

 
Como ya se indicó anteriormente, un 

elemento esencial para la aplicación del 
tributo es que el sujeto activo se encuen-
tre en aptitud de fiscalizarlo. 

 
No existe norma alguna que excluya 

del patrimonio gravable los bonos al por-
tador.  Sin embargo, precisamente, en ra-
zón de su carácter como tal, el Estado no 
tendrá medios para conocer a su titular. 

 
Esto tiene importancia porque es el 

Estado quien, básicamente, obtiene re-
cursos mediante la emisión de obligacio-
nes al portador cuyos intereses en todos 
los casos están exonerados del Impuesto 
a la Renta y que, en ocasiones, se emiten 
en términos atractivos para el inversio-
nista, como acaba de ocurrir con los “Bo-
nos Nacionales” cuyo valor se reajusta 
automáticamente haciendo que la tasa de 
interés no resulte erosionada por la infla-
ción. 
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Las empresas privadas también pue-
den emitir bonos al portador pero, en tal 
caso, los intereses estarían sujetos al Im-
puesto a la Renta con la tasa de 45% por 
lo que, obviamente, los papeles del Esta-
do, deben contar con mejor acogida. 
 
3.9. Partes de fundador.- Títulos de 

Goce 
 

En materia de empresas, el Decreto 
sólo alude a las acciones y participacio-
nes representativas de su capital, las que 
se valorizan -como ya se indicó- en fun-
ción del patrimonio de la respectiva em-
presa. 

 
El Reglamento, por su parte, se refiere 

a “obligaciones, bonos, así como aque-
llos títulos representativos de crédito 
emitidos por empresas y que generen una 
renta fija o variable”.  De esta norma se 
desprende que el legislador alude exclu-
sivamente a títulos originados en opera-
ciones de crédito; esto es, donde existe -
por lo menos en el origen- una relación 
de acreedor-deudor. 

 
En efecto, como señala Fernando Vi-

dal Ramírez, las obligaciones... son va-
lores mobiliarios... que representan par-
tes alícuotas de un crédito contra la em-
presa emisora... no están sujetos al alea 
de un resultado económico. (17) 

 
Por lo tanto, la precisión hecha por el 

Reglamento no alcanza a las “partes de 
fundador”, pues éstas no tienen su origen 
en una relación crediticia y carecen de 
“rendimiento” derivado del título, ya que 
la participación en las utilidades de la 
empresa, obviamente, está supeditada a la 
existencia de las mismas. 

 
Como se sabe, según el artículo 95° de 

la Ley General de Sociedades: 

Los fundadores pueden reservarse en 
el acto constitutivo, independientemente 
de su “calidad de socios”, una participa-
ción no “superior en su conjunto” a la 
décima parte “de las utilidades netas re-
sultantes del Balance” y por un período 
máximo de “cinco años”, contados desde 
que la sociedad “obtenga beneficios ne-
tos”.  Este derecho sólo “podrá incorpo-
rarse en títulos nominativos que no sean 
acciones”. 

 
Como quiera que el Decreto no men-

ciona específicamente a tales “partes de 
fundador” ni las involucra en un concepto 
más amplio ni, obviamente, contiene 
regulación alguna respecto de su valua-
ción, debe concluirse que el legislador no 
ha considerado su inclusión dentro del 
patrimonio neto, por lo que dichos títulos 
no están alcanzados por el tributo. 

 
El Decreto tampoco contiene referen-

cia alguna a los “títulos de goce” que, 
según el artículo 119° de la Ley General 
de Sociedades, al ser atribuidos a los po-
seedores de acciones reembolsadas, con-
curren en la distribución de las utilida-
des.  Dichos títulos no tienen el carácter 
de acciones. 

 
Como en el caso anterior, los “títulos 

de goce” no están mencionados expresa-
mente ni comprendidos en un concepto 
más amplio ni, por supuesto, se ha pre-
visto fórmula alguna para su valuación. 

 
La ausencia de regulación sobre estos 

extremos nos lleva a concluir que no 
existe obligación de incluirlos entre los 
bienes que forman parte del patrimonio 
neto. 

 
En este sentido debemos coincidir con 

el doctor Mur Valdivia que en su ponen-
cia señala “existen bienes legalmente 
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identificados que quedan excluidos del 
impuesto por no existir para ellos un va-
lor asignado”. 
 
3.10. Objetos de colección, obras de 

arte y joyas 
 

De acuerdo con el Art. 5° inc. j) del 
Decreto, estos bienes sólo deben incluir-
se en el patrimonio neto cuando se en-
cuentren asegurados y por el valor en 
que se hubieren asegurado. 

 
A pesar que, como se ha señalado rei-

teradamente, doctrinariamente el tributo 
debe comprender todo el universo de bie-
nes, es evidente que por razones prácti-
cas el legislador, en este caso, ha supedi-
tado la inclusión al hecho de estar asegu-
rados, porque sólo así se está en aptitud 
de fiscalizar el tributo. 

 
Como quiera que, obviamente, no 

existe obligación legal alguna de asegurar 
los objetos de colección, obras de arte y 
joyas, podría ocurrir que un determinado 
contribuyente contara con una póliza de 
seguro que protegiera los bienes ex-
clusivamente entre el 1° de enero y el 30 
de diciembre de un año, para lo cual no 
existe ningún inconveniente, de acuerdo 
con los principios del Derecho de Segu-
ros.  En tal hipótesis no estaría sujeto al 
tributo porque, respecto de él, no se habría 
producido, en rigor, el hecho imponible 
ya que al 31 de diciembre no se 
presentaría la circunstancia prevista en la 
ley. 

 
Creemos que en ese caso no sería de 

aplicación lo dispuesto en el artículo 14° 
del Decreto según el cual las variaciones 
no justificadas en los patrimonios netos, 
facultan a la Administración a computar-
ías sólo en proporción al tiempo transcu-
rrido desde que operaron hasta el 31 de 

diciembre del ejercicio respectivo. 
 
En la hipótesis propuesta no existiría 

ninguna alteración en el patrimonio sino 
que por un hecho “externo” -el contrato 
de seguros- los bienes no tendrían que 
incluirse en el patrimonio neto. 

 
La circunstancia de hacer depender el 

hecho imponible de este factor “extremo” 
podría conducir a soluciones injustas.  En 
efecto, si dos personas son titulares de 
patrimonios netos de idéntico valor cons-
tituido esencialmente por esta clase de 
bienes, eventualmente sólo una de ellas 
resultaría obligada al pago del tributo, a 
pesar de tener la misma “capacidad con-
tributiva”. 
 
3.11. Depósitos y créditos 
 

El concepto “depósito” tiene jurídica-
mente un sentido muy claro.  Se refiere al 
contrato en cuya virtud el depositario se 
obliga a recibir un bien para custodiarlo y 
devolverlo cuando lo solicite el deposi-
tante (18). 

 
Asimismo, la expresión “créditos” tie-

ne un específico sentido jurídico.  Podría 
definirse, aunque de manera incompleta, 
como el derecho que una persona (a) tie-
ne a que otra persona (b) cumpla con una 
determinada prestación en favor de la 
primera. 

 
¿Son éstos, estrictamente, los alcances 

que debe darse a tales conceptos dentro 
del Decreto? 

 
En lo que se refiere a “depósitos” evi-

dentemente no, por cuanto ellos están 
circunscritos a los efectuados en “moneda 
extranjera o moneda nacional”, de donde 
resulta que la regulación alcanza exclu-
sivamente a los depósitos dinerarios. 
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En lo que respecta a los créditos, el 
Reglamento en su artículo 20° ha cuidado 
de precisar que sólo deben considerarse 
como tales “los préstamos en moneda 
nacional o extranjera...”. 

 
El doctor Valle Billinghurst considera 

sumamente restrictiva la definición de 
crédito y estima que debió ser más am-
plia para comprender acreencias del con-
tribuyente derivadas de la enajenación de 
bienes afectos al Impuesto, que son ma-
nifestaciones de capacidad contributiva y 
resultan comprobables por la Adminis-
tración.  En favor de su tesis agrega que 
teniendo en cuenta que el deudor en mu-
chos casos estaría en aptitud de deducir 
la deuda que tiene con su acreedor por la 
adquisición de bienes afectos, resulta ló-
gico -atendiendo al principio de causali-
dad- que el acreedor tribute por la 
acreencia. 

 
De otro lado, el doctor Valle Billing-

hurst critica que no exista una norma que 
permita a los contribuyentes no conside-
rar como bienes afectos aquellos créditos 
que resulten incobrables.  Por eso, sugiere 
que se incluyan reglas semejantes a las del 
Impuesto a la Renta para la provisión por 
malas deudas para permitir a los con-
tribuyentes no computar sus acreencias 
incobrables, sin necesidad de extinguir la 
obligación. 

 
El doctor Castro Salinas advierte que 

según el artículo 5° del Decreto (incisos g 
- h) se deben incluir los créditos en ge-
neral, pero que el artículo 5° del Regla-
mento (inciso h), tratándose de deudores 
no domiciliados, sólo incluye los créditos 
garantizados con derechos reales sobre 
bienes ubicados en el país.  Dicha limita-
ción, señala el ponente, vulnera el princi-
pio de jerarquía normativa consagrado por 
el artículo 87° de la Constitución. 

Finalmente, conviene destacar que a 
diferencia de la ley argentina que alude a 
“dinero y depósitos en dinero”, el Decre-
to no menciona la disponibilidad en efec-
tivo sino que se concreta a los depósitos 
por lo cual el tributo no podría exigirse a 
quien mantuviera su liquidez fuera de 
cualquier depósito.  La circunstancia de 
que el “hecho imponible” se configure al 
31 de diciembre de cada año no autoriza-
rla en nuestra opinión, a excluir el monto 
de los depósitos que se liquidaran, por 
ejemplo, el 30 de diciembre de un año 
(1) y que fueran entregados nuevamente 
a una entidad crediticia, por ejemplo, el 2 
de enero del año siguiente (2).  Conside-
ramos que en este caso las autoridades 
seguramente recurrirían a la proporciona-
lidad a que se refiere el Art. 14° del De-
creto. 
 
3.12. Bienes no comprendidos 
 

El doctor Valle Billinghurst señala 
que el Decreto ha excluido del ámbito de 
aplicación del tributo, seguramente por 
razones de carácter administrativo, los 
bienes intangibles tales como patentes, 
marcas, diseños, modelos, procesos, fór-
mulas secretas y derechos de autor. 

 
El ponente indica que no existe ningu-

na razón para excluir dichos bienes, ya 
que el Fisco se encuentra en aptitud de 
conocer a los titulares de los mismos a 
través de los registros correspondientes y 
agrega que deben estar afectos estable-
ciéndose como reglas para su valoriza-
ción las mismas que contiene el Decreto 
Legislativo 399; esto es, deben compu-
tarse por su valor de adquisición, obten-
ción o ingreso al patrimonio, reajustados 
por índices de corrección monetaria. 

 
El autor recuerda que la ley argentina 

considera como afectos los referidos bie-
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nes intangibles y que la omisión de los 
mismos en la ley peruana constituye dis-
torsión de los propósitos del impuesto. 
 
3.13. Deudas 
 

Como ya se ha señalado, el patrimo-
nio neto afecto está constituido por la di-
ferencia entre los bienes ubicados territo-
rialmente en el país y las deudas en el 
país computables.  Al definirse el concep-
to de deudas en el país, se consigna una 
de las disposiciones más incomprensibles 
del Decreto ya que se consideran sólo las 
“garantizadas por derechos reales sobre 
bienes situados en el país vinculadas a la 
adquisición o construcción de bienes in-
muebles y de vehículos automotores”. 

 
El doctor Araoz Villena considera que 

se trata de una regulación sumamente 
grave y al expedirse el Decreto hubiera 
podido interpretarse que lo único que se 
requería era demostrar de manera feha-
ciente la existencia de la deuda.  Sin em-
bargo, - agrega- el Reglamento en su ar-
tículo 6° se ha encargado de reiterar que 
sólo son deducibles aquellas deudas cuyo 
cumplimiento “haya sido asegurado me-
diante derechos reales de garantía sobre 
bienes situados en el país, sin interesar el 
domicilio del acreedor... vinculadas a la 
adquisición o construcción de bienes in-
muebles y de vehículos automotores y 
acreditarse con documentos fehacientes”. 

 
El doctor Araoz Villena señala que 

esta restricción resulta injusta, poco téc-
nica y excesivamente fiscalista por lo 
que debe ser inmediatamente modificada 
ya que limita la existencia de pasivos de-
ducibles a su más mínima expresión.  
Agrega que ello es incomprensible ya 
que cuando el contribuyente posee bienes 
no computables, las deudas debe prorra-
tearlas en función de los importes de los 

bienes computables y no computables. 
 
Igual crítica contiene el trabajo del 

doctor Castro Salinas, quien señala que 
la norma parece ser una deficiente copia 
del artículo 9° de la ley argentina 21282, 
que considera computables para determi-
nar el patrimonio neto todas las deudas si 
el deudor está domiciliado en el país, así 
como las deudas garantizadas por dere-
chos reales sobre bienes situados en el 
país cuando el deudor es no domiciliado. 

 
Asimismo, el doctor Castro Salinas 

critica que el Reglamento aluda a las 
deudas “contraídas en el país” que con-
duce a confusión pues podría interpretar-
se que todas ellas son computables, lo 
que evidentemente no ha sido la inten-
ción del legislador.  Agrega que no se al-
canza a comprender por qué solamente 
las deudas garantizadas son computables 
para determinar el patrimonio neto y si 
ya el Decreto y el Reglamento exigen 
que las deudas se acrediten con docu-
mentos fehacientes, el requisito adicional 
de garantías reales carece de sentido.  
Añade que más inexplicable aún es la 
exigencia que la deuda se encuentre vin-
culada a la adquisición o construcción de 
inmuebles y de vehículos automotores, 
porque ello discrimina contra las deudas 
vinculadas a la adquisición de otros bie-
nes, privando de neutralidad al impuesto 
y olvidando que en un impuesto al patri-
monio neto personal, no tiene relevancia 
la causa de las deudas. 

 
El doctor Castro Salinas también ob-

jeta la norma según la cual cuando el 
contribuyente posea bienes no computa-
bles, las deudas se prorratearán en fun-
ción de los importes de los bienes com-
putables y no computables. 

 
Esta última regulación permite inferir 
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que el contribuyente tendrá que declarar, 
en consecuencia, la totalidad de sus bie-
nes computables y no computables a los 
efectos de poder efectuar el prorrateo co-
rrespondiente.  Se supone que entre los 
bienes no computables se encuentran los 
ubicados fuera del territorio nacional con 
lo que regresamos una vez mas al aspec-
to vinculado con la imposibilidad de la 
fiscalización. 

 
Finalmente; el doctor Castro Salinas 

señala que si el acreedor es un contribu-
yente domiciliado, el importe de la deuda 
que no reúna los requisitos para ser com-
putable podría estar gravado dos veces 
simultáneamente.  En cabeza del acree-
dor, por estar incluido el crédito entre 
sus bienes, y en cabeza del deudor al no 
reducir su patrimonio gravable por no ser 
computable como deuda para efectos del 
impuesto. 

 
Por su parte el doctor Mur Valdivia 

indica en su ponencia que nada explica la 
exigencia del derecho real de garantía ya 
que ésta no es la única manera de acredi-
tar la existencia de una obligación.  A 
igual conclusión se arriba cuando la deu-
da se encuentra afianzada por una institu-
ción de crédito o cuando aparece inscrita 
en el Registro Fiscal de Ventas a plazos. 

 
Asimismo, el doctor Mur Valdivia 

puntualiza que exigir que la obligación 
esté vinculada con la adquisición de in-
muebles o automotores es un requisito 
injustificado, máxime si el patrimonio 
neto computable también lo constituyen 
otro tipo de bienes y agrega que las nor-
mas sobre este extremo son confusas 
porque el artículo 6° del Decreto alude a 
la adquisición de inmuebles y como 
quiera que el artículo 11° del Reglamento 
los identifica con predios, debería preci-
sarse si el destino del crédito puede ser 

toda clase de inmuebles o sólo predios. 
 
Idénticas críticas realiza el doctor Va-

lle Billinghurst, señalando que admitir 
sólo la deducción de deudas vinculadas a 
la adquisición o construcción de inmue-
bles o automotores contraviene abierta-
mente el principio de causalidad entre 
bienes y deudas y, por ello, resulta ine-
quitativo y contrario al propósito del Im-
puesto, expresando que, en su opinión, 
las deudas vinculadas con bienes grava-
dos, en cuanto guarden correspondencia 
con éstos, deben ser íntegramente dedu-
cibles.  Propone se modifique el Decreto 
estableciendo la deducción de las deudas 
documentadas debidamente en cuanto se 
vinculen a la adquisición, construcción, 
reparación y mejoras de bienes afectos al 
Impuesto, requiriéndose garantías reales 
únicamente para el caso de acreedores no 
domiciliados. 

 
Como se advierte, sobre este extremo 

existe unanimidad en la crítica a la que 
nosotros nos sumamos porque las restric-
ciones resultan inexplicables y pueden 
conducir a situaciones de clamorosas in-
justicia. 

 
En efecto, en un ejemplo extremo 

podría ocurrir que el propietario de un 
inmueble lo hipotecara en garantía de un 
crédito recibido y cuyo importe íntegro 
(100) fuera aplicado a la adquisición de 
acciones por un valor de (100).  En este 
caso, la persona del ejemplo tendría que 
incluir las acciones en su patrimonio 
neto, pero no podría rebajar el importe de 
la deuda ya que ella se contrajo para ad-
quirir bienes distintos a inmuebles y ve-
hículos.  En el ejemplo propuesto se tri-
butaría sobre un patrimonio neto “inexis-
tente”, porque el valor del “activo” está 
neutralizado por una deuda de idéntico 
importe, cuya deducción inexplicable
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mente no se admite. 
 
Es evidente que éste es uno de los as-

pectos que debe corregirse a la brevedad. 
 
3.14. Pagos a cuenta.- Créditos 
 

De acuerdo con el Art. 9° del Decreto, 
los contribuyentes domiciliados deben 
efectuar pagos a cuenta trimestrales, con-
siderando una porción del Impuesto de-
terminado por el ejercicio anterior, de 
acuerdo con las normas que para cada 
ejercicio gravable fije el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 

 
Como quiera que el hecho imponible 

está dado por la circunstancia de contar 
con un “patrimonio neto” superior a de-
terminada cuantía al 31 de diciembre de 
cada ejercicio gravable, puede ocurrir que, 
a pesar de haber efectuado los pagos a 
cuenta en el curso de un ejercicio (2) 
sobre la base del impuesto pagado en el 
ejercicio anterior (1), resulte que en el 
curso del ejercicio (2) se haya reducido el 
patrimonio a niveles inferiores a la suma 
exigida para tributar.  Si, además, es 
evidente que no habrá de recuperarse el 
nivel patrimonial hasta el fin del año, ¿en 
este caso se debe continuar efectuando los 
pagos a cuenta? 

 
A diferencia de lo que ocurre en el 

caso del Impuesto a la Renta, el legisla-
dor no ha previsto la posibilidad de soli-
citar la suspensión de los pagos a cuenta. 

 
El Art. 55° del Reglamento (“Disposi-

ciones Transitorias”) señala que si en el 
curso del ejercicio 1988 se produjeran 
variaciones justificadas y acreditas en el 
patrimonio neto que originen la exclusión 
del campo de aplicación del Impuesto, se 
suspenderán los pagos a cuenta.  Es evi-
dente que norma similar debe tener 

carácter permanente y aplicarse a cual-
quier ejercicio. 

 
Dicha norma reglamentaria responde 

a lo previsto en el Decreto Supremo 175-
88-EF Art. 2°, donde se establece que “el 
Reglamento precisará los casos en que 
procede la suspensión de los pagos a 
cuenta del Impuesto al Patrimonio Neto 
Personal correspondiente al ejercicio 
1988”.  No es posible percatarse de las 
razones para restringir la suspensión de 
los pagos a cuenta sólo por el ejercicio 
1988. 

 
En consecuencia, consideramos que 

debe existir una norma de carácter ge-
neral y permanente que autorice a sus-
pender los pagos a cuenta cuando se pre-
senten determinadas circunstancias. 

 
De acuerdo con el Art. 36° del Regla-

mento, cuando en el transcurso de un 
ejercicio se produzca el fallecimiento del 
contribuyente, los pagos a cuenta que 
éste hubiera efectuado podrán ser com-
putados por la Sucesión Indivisa o, en su 
caso, por los herederos para efectos del 
pago del Impuesto. 

 
Sin embargo, ni en la ley ni en el Re-

glamento se precisa el destino que debe 
darse a tales pagos a cuenta cuando ocu-
rrido el fallecimiento del causante y atri-
buidos los bienes a sus sucesores, ningu-
no de éstos resulta contribuyente en ra-
zón de no alcanzar patrimonio neto im-
ponible.  En esta hipótesis, ¿Qué ocurre 
con los pagos a cuenta ya efectuados por 
el causante hasta el momento de su falle-
cimiento? 

 
La primera respuesta es que, obvia-

mente, el importe de tales pagos a cuenta 
no puede perderse porque ello constitui-
ría un enriquecimiento indebido por parte 
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del Estado, ya que habiendo ocurrido el 
fallecimiento antes del 31 de diciembre 
no se ha producido el “hecho imponible” 
respecto de tal causante. 

 
Nosotros consideramos que, teniendo 

presente que la Sucesión o el cónyuge 
supérstite o los herederos están obligados 
a presentar la Declaración Jurada del Im-
puesto a la Renta por las rentas del ejer-
cicio correspondientes al causante hasta la 
fecha de su fallecimiento, el impuesto que 
resulte de dicha declaración podría ser 
compensado con los pagos a cuenta 
hechos respecto del Impuesto al Patrimo-
nio Neto, de conformidad con lo estable-
cido por el Art. 35° del Código Tributario, 
sin perjuicio de computar los otros pagos 
a cuenta que hubiera hecho con arreglo a 
la Ley del Impuesto a la Renta. 

 
Si no obstante tal compensación toda-

vía existiera un saldo, éste debería cons-
tituir un crédito de los sucesores que ellos, 
a su vez, podrían emplear para aplicarlos 
contra otros tributos a su cargo o, 
finalmente, podrían iniciar una acción de 
repetición para obtener la devolución del 
exceso pagado.  Es indispensable que se 
regulen expresamente estos extremos. 
 
4. OBLIGACIONES FORMALES 
 
4.1. Declaración Jurada 
 

El doctor Araoz Villena señala que, 
según el Art. 39° del Reglamento, la de-
claración jurada debe ser presentada por 
los contribuyentes del Impuesto.  Como 
quiera que tales contribuyentes son las 
personas naturales, sucesiones indivisas y 
las sociedades de gananciales, considera 
que todas las personas domiciliadas, 
cualquiera sea su patrimonio, están obli-
gadas a presentar la declaración jurada 
anual. 

A pesar que la redacción del artículo 
reglamentario no es la más feliz, nosotros 
consideramos que nada impide interpre-
tar que “contribuyentes” son las personas 
que por tener un patrimonio del rango 
previsto en el Decreto, resultan obligadas 
a tributar.  Sin embargo, creemos que la 
obligación debería subsistir si el valor de 
los bienes supera las 200 UIT, aunque el 
patrimonio neto resulte inferior en razón 
del monto a deducir por deudas.  Igual-
mente, debe presentarse declaración aun-
que materialmente no tenga que efectuar-
se el pago en razón de los créditos que 
pudieran existir. 

 
Consideramos que ello sea así porque 

sólo a través de la declaración puede po-
nerse de manifiesto si una persona cuyo 
“activo” supera las 200 U.I.T. es o no 
contribuyente.  Es evidente que la regla-
mentación debe introducir las necesarias 
precisiones, debiendo señalar que, en 
nuestra opinión, según las normas vigen-
tes, sólo debe presentarse la declaración 
si se cuenta con patrimonio neto imponi-
ble. 

 
De otro lado, la ley ni el Reglamento 

contemplan el caso del contribuyente que 
estando gravado por su patrimonio neto 
al 31 de diciembre del año (1), fallece 
antes de abril del año (2) en que vence el 
plazo para presentar la declaración jura-
da.  ¿Quién debe presentar la declaración 
jurada? La respuesta obvia -no contenida 
en la ley- es que tal obligación corres-
ponde a los sucesores, pero, ¿éstos deben 
siempre conocer el patrimonio de su cau-
sante? Además, ¿Cómo establecer la 
condición de causa-habientes? Sería 
aconsejable que el Reglamento abordara 
estos aspectos y otorgara un cierto plazo 
a partir de la fecha de fallecimiento del 
causante. 
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4.2. Ejercicio gravable 

El doctor Castro Salinas critica la re-
ferencia a “ejercicio gravables”, ya que el 
hecho imponible se configura por la exis-
tencia de un patrimonio neto el último 
instante del 31 de diciembre de cada año.  
Sugiere por ello, que se aluda al “año” 
como hace la ley argentina. 

Agrega que, a diferencia de la ley del 
Impuesto a la Renta para la cual se prevé 
su aplicación en función a la renta obte-
nida desde el inicio del ejercicio hasta el 
fallecimiento del contribuyente si suce-
diera antes del cierre, en el Impuesto al 
Patrimonio Neto el fallecimiento del cau-
sante antes del 31 de diciembre acarrea-
ría la inexistencia del hecho imponible.  
Además, el período gravable no necesa-
riamente debe ser de un año y que cuan-
do el Art. 15° del Decreto alude a ejerci-
cios “que se inicien a partir del 1° de 
enero de 1988” incurre en error porque 
no puede asegurarse que el ejercicio es 
anual y que se inicia el 1° de enero. 

4.3. Responsabilidades de la empresa 

4.3.1. Obligación de Retener. La ley 
afecta a las personas naturales domicilia-
das y a las no domiciliadas, pero lo hace 
de manera distinta. 

Tratándose de los domiciliados el im-
puesto se aplica con una escala de tasa 
progresiva acumulativa, mientras que 
para los no domiciliados el Impuesto tie-
ne una tasa proporcional de 4%. 

Adicionalmente, los domiciliados son 
responsables por cuenta propia, mientras 
que en el caso de los no domiciliados 
socios de empresas, éstas tienen la obli-
gación de actuar como responsables pa-
gando 4% por cuenta de los contribuyen- 
 

tes.  En caso de incumplimiento se aplican 
las sanciones previstas en el Código 
Tributario. 

Por lo tanto, tiene la máxima impor-
tancia que la empresa conozca la condi-
ción de domiciliado o no del contribu-
yente, porque de ello dependerá si tiene la 
calidad de responsable. 

Sin embargo, si una sociedad cuenta 
con centenares de accionistas, puede re-
sultar sumamente difícil conocer la con-
dición de cada uno de ellos.  Por lo tanto, 
teniendo en cuenta que el Decreto y el 
Reglamento señalan que para establecer la 
condición de domiciliado hay que re-
mitirse a la legislación sobre el Impuesto 
a la Renta, podría ser de aplicación el Art. 
164º del Reglamento de la ley de dicho 
Impuesto, según el cual: “los agentes de 
retención considerarán a las personas 
naturales como domiciliadas si éstas tie-
nen libreta tributaria, salvo que dispusie-
ran de la evidencia de su condición de no 
domiciliadas”. 

En consecuencia, la empresa tendría 
que adoptar para efectos del Impuesto al 
Patrimonio Neto el mismo temperamento 
que sigue para los fines del Impuesto a la 
Renta. 

En efecto, como se sabe, si los accio-
nistas están domiciliados en el país no se 
les debe efectuar retención alguna cuando 
se pagan dividendos, mientras que a los 
no domiciliados se les retiene el 15.40%* 
de tales dividendos. 

4.3.2. Comunicaciones a los Socios. 
Como ya se indicó, las acciones y parti-
cipaciones deben valuarse en función del 
patrimonio neto de la empresa, estableci-
do según las normas del I.P.E.  De otro 
lado, la tasa efectiva del I.P.E. puede ser 

*  30.8% a partir del 1º de enero de 1990. 
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considerada como crédito frente al im-
puesto a cargo de los socios. 
 

Como quiera que los socios no pueden 
conocer de manera directa ninguno de ta-
les extremos, el Reglamento (Arts. 32° y 
33°) establece que la sociedad debe co-
municarlo a sus socios.  ¿De qué manera 
debe cumplirse esta obligación? El Re-
glamento no especifica la forma o proce-
dimiento que debe emplearse por lo que, 
en nuestra opinión, podría enviarse circu-
lares a los socios o efectuarse publicacio-
nes en los diarios, como ocurre en varios 
casos previstos en la Ley General de So-
ciedades.  Sin embargo, es indispensable 
que, en vía reglamentaria, se establezcan 
precisiones sobre el particular, ya que el 
Decreto Supremo 206-88-EF sólo alude a 
“comunicación por escrito” a sus accio-
nistas que sean empresas, ¿Y los que son 
personas naturales? 

 
Acerca de este mismo punto cabría 

preguntarse ¿qué ocurre si la empresa no 
efectúa la comunicación? ¿Se trataría del 
incumplimiento de una obligación tribu-
taria formal y sancionable con arreglo al 
Código Tributario? 

 
Según el Art. 153° de dicho Código, 

son infracciones formales: “no presentar 
o presentar fuera de los plazos fijados 
por las leyes y reglamentos las... comu-
nicaciones y demás documentos exigi-
dos por dichas leyes y reglamentos”.  
Esta regulación ¿podría aplicarse al caso 
de la empresa que no ha cumplido con 
efectuar la comunicación a sus socios o 
es que ella sólo opera para las relaciones 
con el Fisco y no para las comunicacio-
nes entre particulares? 

 
Suponiendo que la norma transcrita 

fuera aplicable, ¿cómo puede establecerse 
el incumplimiento si el Reglamento no 

contiene una específica forma de comu-
nicación?; ¿la empresa podría argumentar 
que la comunicación se efectuó mediante 
aviso en una vitrina ubicada en su sede 
social? ¿En esta hipótesis, el tributo se 
exigiría al socio a pesar que no tuvo 
conocimiento de la valuación de sus ac-
ciones o participaciones ni de la tasa 
efectiva del I.P.E.? 

 
Como quiera que no existe en el De-

creto ni en el Reglamento ninguna norma 
que regule estas situaciones, nosotros 
consideramos que de presentarse el su-
puesto, el Fisco exigiría el tributo al con-
tribuyente (accionista, socio) ya que la 
empresa no tiene esa condición ni la de 
responsable.  Si tal exigencia causa un 
perjuicio al socio, éste tendría expedito 
su derecho para repetir civilmente contra 
la empresa, en una acción ordinaria (19). 

 
¿Varía la situación si la empresa 

efectúa la comunicación, pero consignan-
do un valor inferior al que realmente co-
rrespondía? ¿Podría en este caso exigirse 
al contribuyente el mayor impuesto, a 
pesar que su declaración y pago se basa-
ron en una comunicación de la empresa? 

 
Como quiera que, según el Art. 146° 

del Código, la infracción se determina en 
forma objetiva, la sanción se dirigiría al 
socio y este podría repetir -por los recar-
gos e intereses- contra la empresa. 

 
Sin embargo, si la empresa insistiera en 

que la cifra comunicada a su socio es 
correcta y que la valuación fiscal está 
errada, sería absolutamente injusto exigir 
al accionista el pago del tributo, por lo 
cual debería notificarse a la empresa para 
que ésta sustente la valuación realizada, 
aunque no exista involucrado tributo al-
guno a su cargo. 
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El mismo temperamento tendría que 
adoptarse si en la revisión hecha a la em-
presa el Fisco establece un patrimonio 
imponible superior al declarado.  Esto, 
obviamente, determinaría, a su vez, un 
incremento en el patrimonio del socio a 
quien se exigiría el mayor tributo resul-
tante más recargos e intereses. 

 
Nosotros consideramos que en ambas 

situaciones, la exigencia del impuesto al 
socio quedaría supeditada a lo que se re-
solviera en la reclamación que la empre-
sa formule.  Si al concluir el procedimien-
to se desestiman los argumentos de la 
empresa, sólo allí podría dirigirse la ac-
ción contra el socio contribuyente. 

 
Ahora bien, podría ocurrir que la re-

clamación de la empresa tomara todo el 
plazo previsto para la prescripción.  En 
esa hipótesis el socio contribuyente po-
dría deducirla si se le notifica luego de 
vencido tal plazo.  Para que ello no ocu-
rra, el Fisco tendría que notificar tanto a 
la empresa como al socio, reservándose 
la cobranza a este último, a las resultas 
del procedimiento que siga la empresa.  
Sería un caso similar a los “dividendos 
presuntos”, cuya pertinencia o no 
depende del resultado de la reclamación 
que la sociedad plantee respecto de sus 
rentas de tercera categoría. 

 
Acerca del mismo tema no puede de-

jarse de considerar que, en nuestra reali-
dad, las revisiones fiscales se efectúan 
varios años después del ejercicio que se 
analiza.  Por lo tanto, no sería raro que en 
el año (4), al fiscalizarse el patrimonio de 
la empresa por un determinado año (1), 
quienes eran accionistas en (1) ya no lo 

sean en (4) y, aún más, podría ocurrir 
que no existan relaciones armoniosas en-
tre los antiguos y los nuevos socios, lo 
que dificultaría las pruebas que éstos ten-
drían que presentar en el proceso.  
¿Cómo proceder en estos casos? Cree-
mos que la situación es similar a la que 
se presentaría en el impuesto a la Renta a 
los socios de una S.R.Ltda. donde la 
revisión fiscal establece una mayor 
utilidad que la declarada, pero siendo así 
que la empresa no es contribuyente, la 
mayor ganancia repercute en las rentas y 
en el impuesto de los socios.  En esta 
hipótesis el Fisco debe notificar a 
empresa y socios.  Como se aprecia de lo 
expuesto, la exigencia reglamentaria de 
efectuar las mencionadas comunicacio-
nes puede generar complicados proble-
mas jurídicos, por lo que resulta lamen-
table que las normas expedidas no con-
tengan precisiones sobre el particular 
violando, así, el principio de “certeza” 
que recoge el artículo 139° de la 
Constitución. 

 
Nuestra posición sobre los aspectos 

mencionados es que el contribuyente 
(socio, accionista) no pierde su condición 
de tal, pero que podrá reclamar en base a 
la comunicación enviada por la empresa.  
El procedimiento debería comprender 
también a la empresa para que ésta tenga 
ocasión de fundamentar el valor atribuido 
a su patrimonio, así como el importe de la 
tasa efectiva. 

 
Si la empresa es vencida en el proce-

dimiento, la exigencia del tributo se diri-
giría siempre contra los socios, pero éstos 
podrían repetir en la vía ordinaria por los 
eventuales perjuicios sufridos. 
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CONCLUSIONES Y  
RECOMENDACIONES 

 
 
 
CONSIDERANDO: 
 

Que la realidad socio-económica del 
Perú y las proyecciones hechas por la 
Administración Tributaria sobre el pro-
bable número de contribuyentes del Im-
puesto al Patrimonio Neto Personal, per-
miten estimar que el referido tributo no 
podría cumplir, en nuestro país, los fines 
fiscales y extra fiscales que le atribuye la 
doctrina. 

 
Que en vista de lo expuesto en el con-

siderando anterior, debería, alternativa-
mente, estudiarse la conveniencia de rea-
justar las tasas del Impuesto al Patrimo-
nio Empresarial y las tasas de los tramos 
más elevados de la escala del Impuesto a 
la Renta de las personas naturales domi-
ciliadas.  Tal reajuste obligaría, por cohe-
rencia, a modificar determinadas tasas 
aplicables a las rentas de las personas no 
domiciliadas. 

 
Que, no obstante, mientras se encuen-

tren vigentes las normas sobre el Impues-
to al Patrimonio Neto Personal, es nece-
sario efectuar las precisiones requeridas 
para su mejor comprensión y proponer 
las modificaciones necesarias para, den-
tro de lo posible, contribuir a su perfec-
cionamiento. 
 
LAS PRIMERAS JORNADAS NACIO-
NALES DE DERECHO TRIBUTARIO 
RECOMIENDAN: 

PRIMERA.- Estructurar el Impuesto al 
Patrimonio Neto Personal de tal manera 
que resulte complementario del Impuesto 
a la Renta.  La base jurisdiccional de am-
bos tributos debería ser la misma. 
 
SEGUNDA.- Incluir en el Patrimonio 
afecto todos los bienes que, por su ubica-
ción y naturaleza, pueden ser materia de 
adecuada fiscalización.  No obstante, po-
drían excluirse determinados bienes por 
razones de incentivo y en atención a otros 
valores protegidos por la Constitución. 
 
TERCERA.- Establecer que los cónyu-
ges declaren y tributen en forma inde-
pendiente pos sus bienes propios. 
 
CUARTA.- Admitir la deducción de to-
das las deudas, fehacientemente demos-
tradas, que guarden vinculación con los 
bienes incluidos en el patrimonio neto. 
 
QUINTA.- Normar con más detalle la 
obligación de efectuar pagos a cuenta, 
contemplando los requisitos para suspen-
derlos y el destino que debe darse a los 
mismos en caso de no producirse el he-
cho imponible. 
 
SEXTA.- Precisar los alcances y conse-
cuencias de las obligaciones que la ley 
atribuye a las empresas respecto de sus 
socios, con relación al Impuesto al Patri-
monio Neto que tales socios deben pagar. 
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